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Providencia:

Sentencia de 18 de septiembre de 2019

Radicación Nro:
66001-31-05-003-2018-00094-01

Proceso:

Ordinario Laboral

Demandante:

Jaime Humberto Montoya Buitrago 

Demandados:

María Deicy Giraldo Grajales  

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

TEMAS:
ELEMENTOS DEL CONTRATO DE TRABAJO / PRESUNCIÓN DEL ARTÍCULO 24 DEL CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO / CARGA PROBATORIA DE LAS PARTES / DEL TRABAJADOR, DEMOSTRAR LA PRESTACIÓN PERSONAL DEL SERVICIO / DEL DEMANDADO, ACREDITAR QUE NO HUBO SUBORDINACIÓN O REMUNERACIÓN.
Si bien la configuración de un contrato de trabajo requiere la presencia de los tres elementos previstos en el artículo 23 del C.S.T., y de conformidad con el principio general de la carga de la prueba, previsto en el artículo 167 del C.G.P., incumbe a la parte que afirma, acreditar su aserto; en desarrollo del principio general de la favorabilidad laboral, está previsto en el artículo 24 del C.S.T. que “Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por un contrato de trabajo”, lo cual no hace nada distinto a repartir la carga probatoria respecto a las reclamaciones de carácter contractual laboral.

En efecto, si la “relación de trabajo” es la prestación personal de un servicio de manera continuada y por remuneración, al trabajador le bastará demostrar la prestación de tales servicios para que, en principio, se asuma que los llevó a cabo bajo la modalidad de un contrato de trabajo y, en consecuencia, pueda gozar de todos los beneficios otorgados por el C.S.T.

De otro lado, demostrada la prestación de los servicios personales, si el empleador se quiere eximir de las consecuencias jurídicas propias de la vinculación contractual laboral, le corresponde la carga de probar que los servicios recibidos, no lo fueron en forma subordinada o por remuneración. (…)
… no existe duda que los servicios prestados por el señor Jaime Humberto Buitrago a favor de la señora María Deicy Giraldo Grajales lo fueron bajo los presupuestos de un contrato de trabajo, pues si bien en este tipo de casos pareciera que el elemento subordinación estuviera radicado en cabeza de la entidad usuaria, la verdad es que no ocurrió así, ya que realmente quien determinó el cumplimiento de esas actividades bajo el horario fijado por la entidad usuaria, fue la propietaria del vehículo, quien puso a disposición del ICBF, través del Consorcio Transportes Nacionales, la operación de la camioneta de placas STH138 con su respectivo conductor…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora MARIA DEICY GIRALDO GRAJALES en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 21 de febrero de 2019, dentro del proceso promovido en su contra por parte del señor JAIME HUMBERTO MONTOYA BUITRAGO, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2018-00094-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Jaime Humberto Montoya Buitrago que la justicia laboral declare que entre él y la señora María Deicy Giraldo Grajales existió un contrato de trabajo entre el 7 de junio de 2016 y el 10 de marzo de 2017 y con base en ello aspira que se condene a la demandada a reconocer y pagar el tiempo suplementario, las prestaciones sociales, vacaciones, aportes al sistema integral de seguridad social, la indemnización por despido sin justa causa, las sanciones previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del CST, lo que resulte probado extra y ultra petita, la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Prestó sus servicios como conductor del vehículo con placas STH138 de propiedad de la señora María Deicy Giraldo Grajales entre las fechas referenciadas anteriormente; dicho automotor fue puesto a disposición del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, debiendo movilizar el personal asignado por esa entidad; la jornada laboral era de lunes a viernes de 7:00 am a 7:00 pm, con una hora para almorzar; el salario mensual devengado fue de $800.000; al adeudársele más de tres meses de salario, decidió dar por finalizado el contrato de trabajo; citó a audiencia de conciliación ante el Ministerio del Trabajo a la señora Giraldo Grajales el 2 de agosto de 2017 a la cual no asistió.
Al dar respuesta a la demanda a través de curadora ad litem –fls.37 a 40- la señora María Deicy Giraldo Grajales indicó que afilió el automóvil relacionado en la demanda a la empresa 1ª de Pereira, la cual fue destinada a prestar el servicio de transporte al personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, por lo que los servicios prestados por el accionante no lo fueron a su favor. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito de “Mala fe”, “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de la obligación”, “Genéricas” y “Prescripción”.
En sentencia de 21 de febrero de 2019, la funcionaria de primer grado declaró que entre el señor Jaime Humberto Montoya Buitrago y la señora María Deicy Giraldo Grajales existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 7 de junio de 2016 y el 10 de marzo de 2017, motivo que la llevó a condenar a la demandada a reconocer y pagar a favor del actor las sumas relacionadas en la sentencia por concepto de prestaciones sociales, vacaciones, indemnización por no consignación de las cesantías del año 2016, la sanción moratoria del artículo 65 del CST y las costas procesales en un 90%.
Para tomar esa decisión, argumentó que al haber comparecido a la audiencia de trámite y juzgamiento, la demandada absolvió el interrogatorio de parte solicitado por la parte actora, realizando una serie de confesiones que en conjunto con las declaraciones vertidas por los testigos, le permitieron con concluir que fue la señora María Deicy Giraldo Grajales quien contrató directamente al señor Jaime Humberto Montoya Buitrago para conducir el vehículo que puso a disposición del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para transportar sus funcionarios, situación que aconteció cuando su hermano, quien era el encargado de conducir el carro, no pudo hacerlo más, por lo que ella designó al demandante para cumplir con esa tarea, poniéndolo a disposición del referenciado instituto, siendo además quien le cancelaba directamente el salario pactado, que fue de $800.000.
Inconforme con la decisión, la parte demandada interpuso recurso de apelación manifestando que si bien no se niega la prestación del servicio del señor Jaime Humberto Montoya Buitrago a favor de la señora María Deicy Giraldo Grajales, lo cierto es que la parte actora no cumplió con el deber de demostrar en el proceso que esos servicios se dieron bajo la continuada dependencia y subordinación, situación que por sí sola debe llevar a que se nieguen las pretensiones de la demanda, sin embargo, a pesar de ello, lo que realmente salió a la luz en el debate probatorio, es que todos los elementos que contienen el factor subordinante propio de los contratos de trabajo no fue ejercido por la señora Giraldo Grajales.

En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes problemas jurídicos:

¿Le correspondía a la parte actora demostrar los tres elementos esenciales del contrato de trabajo?

¿Quedó demostrado en el trámite que los servicios prestados por el señor Jaime Humberto Montoya a favor de la señora María Deicy Giraldo Grajales estuvieron desprovistos del elemento subordinación?

Antes de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
CARGA DE LA PRUEBA EN MATERIA DE CONTRATOS DE TRABAJO

Si bien la configuración de un contrato de trabajo requiere la presencia de los tres elementos previstos en el artículo 23 del C.S.T., y de conformidad con el principio general de la carga de la prueba, previsto en el artículo 167 del C.G.P., incumbe a la parte que afirma, acreditar su aserto; en desarrollo del principio general de la favorabilidad laboral, está previsto en el artículo 24 del C.S.T. que “Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por un contrato de trabajo”, lo cual no hace nada distinto a repartir la carga probatoria respecto a las reclamaciones de carácter contractual laboral.

En efecto, si la “relación de trabajo” es la prestación personal de un servicio de manera continuada y por remuneración, al trabajador le bastará demostrar la prestación de tales servicios para que, en principio, se asuma que los llevó a cabo bajo la modalidad de un contrato de trabajo y, en consecuencia, pueda gozar de todos los beneficios otorgados por el C.S.T.

De otro lado, demostrada la prestación de los servicios personales, si el empleador se quiere eximir de las consecuencias jurídicas propias de la vinculación contractual laboral, le corresponde la carga de probar que los servicios recibidos, no lo fueron en forma subordinada o por remuneración. 

EL CASO CONCRETO

Como quedó dicho en el desarrollo del tema, no le asiste razón a la parte demandada cuando afirma que era al señor Jaime Humberto Montoya quien tenía la carga probatoria de demostrar la totalidad de los elementos constitutivos del contrato de trabajo, pues conforme lo establece el artículo 24 del CST a él solo le bastaba acreditar la prestación personal del servicio en favor de la señora María Deicy Giraldo Grajales, para que operara a su favor la presunción consistente en que esos servicios estuvieron regidos por un contrato de trabajo.

Dicha carga procesal fue asumida y cumplida por el señor Montoya Buitrago, quien a través de los testimonios de Mónica Andrea Betancur Tabares, Héctor Fabio Mejía Peña y Yeinny Jackeline Vargas Correa demostró que prestó sus servicios a favor de la señora Giraldo Grajales, desempeñando las actividades propias de conductor del vehículo identificado con las placas STH138 de propiedad de la accionada, quien adicionalmente en el interrogatorio de parte aceptó tal situación, activándose de esta manera la referenciada presunción del artículo 24 del CST a su favor.

Bajo esa perspectiva, era la señora María Deicy quien tenía el deber de demostrar que esos servicios prestados por el demandante no lo fueron bajo la continuada dependencia y subordinación.

Conviene hacer notar que la accionada, a pesar de haber recibido la comunicación para asistir a la diligencia de notificación personal del auto admisorio de la demanda, no se presentó al juzgado para tales efectos, lo que llevó a que se le designara curadora ad litem quien contestó la demanda –fls.37 a 40-, solicitando como pruebas el interrogatorio de parte y que se oficiara al ICBF para que entregara los contratos de transporte que hubieren realizado con el vehículo conducido por el actor.
En el interrogatorio de parte, el señor Jaime Humberto Montoya Buitrago mantuvo la postura asumida en la demanda y no emitió información que pudiera tornarse en una confesión que tuviera efectos negativos para sus intereses y del contenido de los documentos allegados por el ICBF visibles a folios 63 a 74 del expediente, lo que se extrae es que esa entidad suscribió con el Consorcio Transportes Nacionales –conformado por las sociedades Platino VIP y Setcoltour- un contrato de prestación de servicios, que tiene como objeto “Prestar el servicio de transporte público terrestre automotor especial para el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar a Nivel Nacional”, informándole la empresa Setcoltour al ICBF que ese servicio lo iba a prestar a través de vehículos afiliados a Transportes 1A, información ésta que nada aporta sobre los servicios prestados por el demandante.
De otro lado, en sus declaraciones, Mónica Andrea Betancur Tabares, Héctor Fabio Mejía Peña y Yeinny Jackeline Vargas Correa, además de lo expuesto anteriormente, informaron que ellos como funcionarios del ICBF tienen conocimiento que la entidad tiene varios operadores con los que contrata algunos servicios que no son propios del objeto del instituto, como lo son el transporte, la seguridad y el aseo; que bajo esa dinámica fue que conocieron a Jaime Humberto, quien entre los años 2016 y 2017 condujo el vehículo de propiedad de la señora María Deicy Giraldo Grajales, y que se puso a disposición del instituto, después de arreglar las condiciones con la empresa operadora del servicio de transporte; el mantenimiento del vehículo, lavado, tanqueo era obligación de la propietaria, quien se había comprometido con el demandante a cancelarle mensualmente un salario de $800.000; en muchas oportunidades el vehículo tenía que desplazarse hacía municipios del Departamento debiendo cubrir peajes, gasto que era asumido por la propietaria, quien le había dado la orden de entregarle los recibos de pago. Igualmente relataron que el conductor tenía la obligación de llenar una planilla, en la que se registraban los recorridos, con el fin de que la señora María Deicy tuviera conocimiento de cuál era el kilometraje diario del carro; sostuvieron que si ocurría algún inconveniente con uno de los conductores, incluido el señor Jaime Humberto, el ICBF le comunicaba la situación al propietario del vehículo, para que fuera éste el que tomara los correctivos del caso.
Al comparecer a la audiencia de trámite y juzgamiento, la señora María Deicy Giraldo Grajales respondió el interrogatorio de parte y si bien en principio manifestó que ella no tenía ningún contrato de trabajo con el señor Montoya Buitrago, posteriormente empezó a dar detalles de la forma en la que se prestó el servicio por parte de él, explicando inicialmente que ella había convenido verbalmente con la empresa Transporte 1A, la afiliación del vehículo de su propiedad para transportar los funcionarios del ICBF; que dentro de ese contrato verbal, se comprometieron a cancelarle la suma de $140.000 diarios por la operación del carro, esto es, el préstamo del vehículo con su correspondiente conductor; que fue así como le confió la operación del carro a su hermano, sin embargo, éste se lesionó un hombro, razón que la llevó a designar como conductor al señor Jaime Humberto, con quien convino cancelarle mensualmente la suma de $800.000; indicándole que su obligación era la de estar a disposición del ICBF para transportar su personal dentro de los horarios establecidos por el usuario; que era ella quien se encargaba del mantenimiento del vehículo, pues de los $2.600.000 que recibía mensualmente por poner a disposición del ICBF el uso del vehículo de su propiedad, no solamente tenía que cancelar los $800.000 al conductor, sino que debía destinar lo concerniente a gasolina y otros gastos que tenía el carro.
Conforme con lo dicho por los testigos y la confesión de la demandante, no existe duda que los servicios prestados por el señor Jaime Humberto Buitrago a favor de la señora María Deicy Giraldo Grajales lo fueron bajo los presupuestos de un contrato de trabajo, pues si bien en este tipo de casos pareciera que el elemento subordinación estuviera radicado en cabeza de la entidad usuaria, la verdad es que no ocurrió así, ya que realmente quien determinó el cumplimiento de esas actividades bajo el horario fijado por la entidad usuaria, fue la propietaria del vehículo, quien puso a disposición del ICBF a través del Consorcio Transportes Nacionales, la operación de la camioneta de placas STH138 con su respectivo conductor, quien debía reportarle a través de planillas, los recorridos diarios que hacía, con el fin de verificar si el kilometraje del vehículo concordaba con los desplazamientos efectuados, es decir, la prestación del servicio era supervisada y controlada de esa manera por la señora Giraldo Grajales; por lo que no se equivocó la funcionaria de primer grado al concluir que esa relación fue de índole laboral.

De esta manera queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, sin que haya lugar a revisar las condenas emitidas en el curso de la primera instancia, al no haber sido controvertidos debidamente por ninguna de las partes. 
Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente en un 100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte demandada en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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